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Asunto:                 Acción de tutela n.° 2023-00174-00. 

 

  Sentencia de Primera Instancia 

 

Fecha:  Mayo cinco (5) de dos mil veintitrés (2023) 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 se emite sentencia 

de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación de la parte accionante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

➢ MARÍA CONSUELO ÁVILA RONCANCIO, identificada con cédula de ciudadanía n.° 

41.633.031, actuando en nombre propio. 

 

2.- Identificación del sujeto o sujetos de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 

Num. 2 D. 2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por la accionante contra: 

 

➢  UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

➢ La accionante indica que se trata del derecho fundamental de petición. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La parte accionante manifestó que: 

 

➢ Es víctima de desplazamiento forzado por lo que rindió declaración ante el Ministerio 

Público el 25 de octubre de 2022 bajo el FUD n.° 50321. 

➢ La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV, una vez valorados los hechos victimizantes, 

decidió no hacer inclusión e inscripción en el Registro Único de Víctimas RUV el 28 de 

enero de 2003. 

➢ Radicó derecho de petición ante la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV el 23 de marzo de 2023, 

bajo el radicado 2023-0171308-2, en la que solicita adelantar el trámite de la 

indemnización administrativa e información sobre el caso con FUD n.° 
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BJ00025552350321 y su priorización frente al pago por el hecho de desplazamiento 

forzado.  

➢ La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV no le ha otorgado respuesta a su petición, 

lesionando con esto sus garantías constitucionales. 

 

b) Peticiones:  

 

➢ Se tutelen los derechos deprecados. 

➢ Ordenar el cumplimiento de la sentencia T-025 de 2004, proferida por la Corte 

Constitucional el 22 de enero de 2004 y sus actos de seguimiento. 

➢ Ordenar el cumplimiento de la sentencia T-173 de 2013, proferida por la Corte 

Constitucional el 1° de abril de 2013 y sus actos de seguimiento. 

➢ Ordenar el cumplimiento de la sentencia T-112 de 2015 proferida por la Corte 

Constitucional el 25 de marzo de 2015 y sus actos de seguimiento. 

➢ Ordenar a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV dar contestación de fondo a su derecho de petición. 

 

5- Informes: (Art. 19 D. 2591/91) 

 

a) La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV, en su informe manifiesta que: 

 

➢ El requisito indispensable para que una persona pueda acceder a las medidas previstas 

en la Ley 1448 de 2011, “Ley de Víctimas y Restitución de Tierras”, ésta debe haber 

presentado declaración ante el Ministerio Publico y estar incluida en el Registro Único 

de Victimas – RUV. Para el caso de MARIA CONSUELA AVILO RONCANCIO informa que 

cumple con esta condición dado que se encuentra incluida en dicho registro por el hecho 

victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO declarado bajo el marco normativo de la 

Ley 387 de 1997 – SIPOD - 50321, como fue corroborado en las herramientas 

administrativas de esa Unidad. 

➢ La petición presentada por la accionante fue contestada de fondo mediante 

comunicación lex 7371714, enviada a la dirección referenciada como de notificación por 

la accionante. 

➢ En dicha respuesta se le indicó a la accionante que al dar trámite a la solicitud de pago de 

la indemnización administrativa se evidencio que la Entidad colocó los recursos a su 

favor, y debido a que no fueron cobrados dentro del término establecido para hacerlo, se 

reintegraron a la Dirección del Tesoro Nacional de Recursos del Presupuesto Nacional 

no utilizados por los Órganos Ejecutores. 
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➢ Si, como en este caso, un giro no se hace efectivo, debe devolverse a la Dirección del 

Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público mediante un 

procedimiento de “constitución de acreedores varios sujetos a devolución”; superada la 

causa de devolución el recurso es reintegrado a la Unidad para las Víctimas y ésta puede 

volver a ordenar el giro. 

➢ El trámite para que el Ministerio ordene reintegrar el recurso a la Unidad para las 

Víctimas ya fue iniciado al conocer de esta acción. Y una vez se cuente con la 

disponibilidad de los recursos se realizará la reprogramación de los mismos con las 

correcciones y especificaciones necesarias para que las víctimas puedan acceder a la 

reprogramación de los recursos.  

➢ Solicita negar las pretensiones de la presente tutela. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  
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Determinar si es suficiente la respuesta brindada por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS – UARIV a la petición que 

elevara la accionante el 23 de marzo de 2023, radicado 2023-0171308-2, al punto de declarar la 

carencia actual de objeto por hecho superado 

 

8.-Derechos implorados: 

  
8.1. –Derecho de petición. 

 

En relación con el derecho de petición, se tiene que el mismo está catalogado como fundamental, 

de aplicación inmediata, según el artículo 85 de la Constitución Política y está definido en el 

artículo 23 ibídem como el que tiene toda persona a presentar peticiones a las autoridades por 

motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. Es así que, el Alto Tribunal 

Constitucional ha fijado características especiales, que buscan la resolución y protección 

inmediata de este derecho fundamental, considerando que su núcleo esencial se circunscribe a la 

formulación de la petición, a la pronta resolución, a la existencia de una respuesta de fondo y a la 

notificación de la decisión al peticionario 1. 

 

En igual sentido, esa Corporación ha manifestado en varios pronunciamientos más 

recientemente en sentencia T-274 de 2020, que es una garantía instrumental que permite 

ejercer otros derechos, es así que indicó: 

 
“14.  En sentencia C-951 de 2014, la Corte adujo que el derecho de petición constituye una garantía 
instrumental que permite ejercer otros derechos, por ejemplo, el acceso a la información, la 
participación política y la libertad de expresión. En estos términos, es evidente su importancia al 
interior de un Estado democrático, al favorecer el control ciudadano en las decisiones y actuaciones de 
la administración y de particulares en los casos establecidos en la ley. 
  
15.  De otra parte, la jurisprudencia constitucional ha indicado que los elementos esenciales del 
derecho de petición son los siguientes: i) pronta resolución; ii) respuesta de fondo; y iii) notificación. 
Estos aspectos fueron abordados en sentenciaT-044 de 2019, así: 
  
-           Prontitud: la respuesta debe efectuarse en el menor tiempo posible sin exceder los términos 
legales. 
  
-           Respuesta de fondo: la contestación de debe ser clara, es decir, inteligible y de fácil comprensión 
ciudadana; precisa, de modo que atienda lo solicitado y excluya información impertinente, evitando 
pronunciamientos evasivos o elusivos; congruente, que se encuentre conforme a lo solicitado de modo 
que atienda la cuestión en su totalidad. 
  
-           Notificación: no basta con solo emitir la respuesta, en la medida que debe ser puesta en 
conocimiento del interesado. 
  
16.  Debe resaltarse que la respuesta es inescindible al derecho de petición, no necesariamente tiene 
que ser favorable a lo solicitado, pues este elemento se satisface con la emisión de un 
pronunciamiento de fondo, conforme las características recién mencionadas”.   

 

                                            
1 Corte Constitucional, Sentencia T-230 de 2020. 
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En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha decantado que la protección por 

acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a requisitos generales o especiales como lo 

recuerda en la sentencia T – 230 de 2020 que en lo pertinente dice: 

 
“(…) 
4.3.3. Finalmente, respecto del requisito de subsidiariedad, es preciso anotar que, visto el asunto sub-
judice, el recurso de amparo es el mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección del 
derecho de petición, si se tiene en cuenta que, en el ordenamiento colombiano no existe otra alternativa 
para proceder a su amparo, tal y como insistentemente lo ha señalado esta Corporación 
(…)”. 

  
8.2. -Sujetos de especial protección: 

 
La Corte Constitucional a lo largo de su desarrollo jurisprudencial ha señalado que existen 

“sujetos de especial protección constitucional quienes tienen derecho a una protección adicional 

por parte del Estado por ejemplo adultos mayores, personas en situación de desplazamiento  y 

madres cabeza de familia”2 que, para los casos de la acción de tutela, la citada Corporación en 

sentencia T-584 de 2017 determino que:  

 
“El juicio de procedibilidad de la acción de tutela se torna menos riguroso frente a los sujetos de 
especial protección constitucional, dentro de los cuales se encuentran las personas víctimas de la 
violencia como consecuencia del estado de debilidad manifiesta en el que se hallan y del 
especial amparo que la Constitución les brinda.  Por tanto, de cara a las especiales situaciones en 
las que se encuentran este grupo de personas y por consiguiente su estado de vulnerabilidad, 
corresponde hacer un examen menos estricto de las reglas de procedencia de la acción de tutela”. 
(Negrilla fuera de texto) 

 
Sumado a lo anterior en la misma decisión estableció como aspectos característicos de la 

definición de víctima  

 
“Se estableció como aspectos característicos de la definición de víctima que los hechos 
victimizantes: (i) hayan ocurrido a partir del 1 de enero de 1985; (ii) se deriven de una infracción 
al DIH o de una violación grave y manifiesta a las normas internacionales de derechos humanos; y 
(iii) se hayan originado con ocasión del conflicto armado”. 

 
9.-Procedencia de la acción de tutela  

 

El artículo 86 de la Constitución Política incorpora la acción de tutela como un mecanismo 

judicial de carácter preferente y sumario, diseñado para proteger de forma inmediata los 

derechos fundamentales, cuando éstos se vean amenazados o vulnerados por parte de cualquier 

autoridad pública, y excepcionalmente por particulares, como consecuencia de sus acciones u 

omisiones. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a legitimación en la 

causa, se evidencia identidad entre la parte convocante y la autoridad convocada, de suerte que 

se tiene por cumplido tal requisito. 

 

                                            
2 Corte Constitucional, Sentencia T-293 de 2015. 
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En relación a los requisitos de inmediatez y subsidiariedad se constata que estos se 

encuentran satisfechos, el primero atendiendo a que la petición fue elevada por la accionante el 

23 de marzo de 2023 y, el segundo, atendiendo a que es la tutela el mecanismo idóneo para la 

protección del derecho fundamental de petición. 

 
10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículo 23 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto: Revisadas las pretensiones de la accionante y el devenir de la acción de 

tutela, advierte el Despacho que el objeto principal de la misma, que podría afectar derechos 

fundamentales, es la no contestación al derecho de petición formulado ante la UNIDAD PARA LA 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS-UARIV, 23 de marzo de 2023, radicado 

2023-0171308-2. 

 

Es necesario precisar que en el transcurso del presente trámite, esto es el 3 de mayo de 2023, la 

Entidad accionada dio respuesta de fondo a los pedimentos de la accionante y remitió al correo 

electrónico: avconsuelo09@gmail.com, dicha respuesta, tal y como se observa en los anexos al 

informe rendido: 

 

En dicha respuesta se logra establecer que se le puso de presente a la accionante que la Entidad 

colocó los recursos a su favor y, debido a que no fueron cobrados dentro del término establecido 

para hacerlo, se reintegraron a la Dirección del Tesoro Nacional de Recursos del Presupuesto 

Nacional no utilizados por los Órganos Ejecutores. No obstante, también se le indicó que debe 

realizarse el procedimiento de reprogramación, para lo cual será contactada, a efectos de 

asesorarla en el trámite correspondiente, dependiendo de la causal de no cobro de los recursos 

asignados, con el fin de realizar la entrega efectiva de los mismos. 

mailto:avconsuelo09@gmail.com
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Ahora, contrastada la petición de 23 de marzo de 2023, rad. 2023-0171308-2 con la respuesta 

que emitió la accionada, encuentra este Despacho que la misma es suficiente. Vale la pena poner 

de presente que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición 

pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, cumpliendo de esta manera 

con la protección del nucleó esencial del derecho de petición. 

 
Cuando se habla de una respuesta de fondo no quiere decir que responder el derecho de petición 

implique otorgar lo pedido. Lo anterior tal y como lo ha sostenido la Corte Constitucional, en 

sentencias como la C-951 de 2014, donde dispuso: 

 
“Ahora bien, en materia de respuesta de fondo a las solicitudes, la Corte ha advertido que la 
resolución de la solicitud no implica otorgar lo pedido por el interesado. Lo anterior, en razón 
de que existe una diferencia entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido, que consiste en 
que: “el derecho de petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se decide 
propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio si se decide por ejemplo sobre el 
reconocimiento o no del derecho subjetivo invocado ante la administración para la adjudicación de 
un baldío, el registro de una marca, o el pago de una obligación a cargo de la administración”. Así, 
el derecho a lo pedido implica el reconocimiento de un derecho o un acto a favor del interesado, es 
decir el objeto y contenido de la solicitud, la pretensión sustantiva.  Por ello, responder el derecho 
de petición no implica otorgar la materia de la solicitud”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
No es viable al juez constitucional, indicar o hacer manifestación alguna sobre el sentido de las 

decisiones que tomen las entidades accionadas. Lo fundamental es la verificación de la 

resolución a las peticiones en sentido estricto. Una respuesta es suficiente cuando resuelve 

materialmente la petición pronunciándose de fondo sobre los requerimientos del solicitante, sin 

que la misma deba ser afirmativa o negativa. Sin dejar de lado que la Corte Constitucional en 

providencias como la T-954 de 2012, ha indicado que los ciudadanos deben agotar los 

procedimientos administrativos so pena que la acción sea declarada improcedente. 

 
En consecuencia, encuentra este Despacho que, frente al derecho de petición invocado, estamos 

en presencia de la figura jurídica de la carencia actual del objeto por hecho superado, en virtud 

que el motivo de presentación de la acción de tutela desapareció, configuración que el Alto 

Tribunal Constitucional definió en sentencia T-054 de 2020, así: 

 
“1.                Carencia actual de objeto por hecho superado. Reiteración jurisprudencial 
  
14.      La carencia actual de objeto por hecho superado tiene lugar cuando, entre la interposición 
de la acción de tutela y la decisión del juez constitucional, desaparece la afectación al derecho 
fundamental alegada y se satisfacen las pretensiones del accionante, debido a “una conducta 
desplegada por el agente transgresor”. 
  
15.       Cuando se demuestra esta situación, el juez de tutela no está obligado a proferir un 
pronunciamiento de fondo. Sin embargo, de considerarlo necesario, puede consignar observaciones 
sobre los hechos que dieron lugar a la interposición de la acción de tutela, bien sea para condenar 
su ocurrencia, advertir sobre su falta de conformidad constitucional o conminar al accionado para 
evitar su repetición. 
  
16.           En estas circunstancias, el juez constitucional debe declarar la improcedencia de la acción 
de tutela por carencia actual de objeto, pues, de lo contrario, sus decisiones y órdenes carecerían de 
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sentido, ante “la superación de los hechos que dieron lugar al recurso de amparo o ante la 
satisfacción de las pretensiones del actor”. 

 

En ese orden de ideas, acabó la vulneración del derecho de petición deprecado por la accionante 

y, por consiguiente, resultaría improcedente adoptar una decisión respecto de su afectación 

debido a que las causas que la originaron desaparecieron en tanto sus pretensiones fueron 

atendidas favorablemente en el transcurso de este trámite tutelar. 

 

Ahora bien, respecto a las peticiones tendientes al cumplimiento de los fallos de tutela T-025 de 

2004, T-173 de 2013 y T-112 de 2015 proferidos por la Corte Constitucional y sus actos de 

seguimiento, no es dable acceder a tales pedimentos, ya que, como se desprende 

desconocimiento en el presente trámite a dichas decisiones. 

 

Póngase de presente que la misma Corte Constitucional en sentencia T-299 de 2018, señaló que 

se debía respetar la autonomía administrativa de la UARIV: 

 
“El anterior remedio tiene como propósito salvaguardar la autonomía administrativa de la UARIV, 
la cual ha sido protegida en distintas decisiones de la Corte, particularmente en el Auto 206 de 
2017 y en la sentencia T-377 de 2017. En esta última, por ejemplo, la Corte dispuso lo siguiente: 
 
“los jueces de tutela, al advertir la vulneración del derecho de petición, deben tan solo ordenarles a 
las autoridades responsables de responder las peticiones formuladas por las o los accionantes dar 
respuesta de fondo en un término perentorio, respetando su autonomía administrativa”. 

 
En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO en la 

presente acción de tutela, impetrada por MARÍA CONSUELO ÁVILA RONCANCIO, contra la 

UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS-UARIV. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz de 

acuerdo con lo preceptuado en el Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente, de no ser impugnada la presente decisión, a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

Notifíquese, 

  

CÉSAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 
AQ. 


